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LEY 1149 DE 2007

 
(julio 13 DE 2007)

 
por la cual se reforma el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad

Social para hacer efectiva la oralidad en sus procesos.
 
 

El Congreso de Colombia
 

DECRETA:
 

Artículo 1°. El artículo 32 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad
Social modificado por el artículo 19 de la Ley 712 de 2001, quedará así:

Artículo 32. Trámite de las excepciones. El juez decidirá las excepciones
previas  en  la  audiencia  de  conciliación,  decisión  de  excepciones  previas,
saneamiento  y  fijación  del  litigio.  También  podrá  proponerse  como  previa  la
excepción  de  prescripción  cuando  no  haya  discusión  sobre  la  fecha  de
exigibilidad de la pretensión o de su interrupción o de su suspensión, y decidir
sobre la excepción de cosa juzgada. Si el demandante tuviere que contraprobar
deberá presentar las pruebas en el acto y el juez resolverá allí mismo.
 
Las excepciones de mérito serán decididas en la sentencia.

 
Artículo 2°. El artículo 37 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad
Social quedará así:
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Artículo  37.  Proposición  y  trámite  de  incidentes.  Los  incidentes  sólo
podrán proponerse en la  audiencia de conciliación,  decisión de excepciones
previas,  saneamiento  y  fijación  del  litigio,  a  menos  de  que  se  trate  de  hechos
ocurridos con posterioridad; quien los propone deberá aportar las pruebas en la
misma  audiencia;  se  decidirán  en  la  sentencia  definitiva,  salvo  los  que  por  su
naturaleza  y  fines  requieren  de  una  decisión  previa.

 
 
Artículo 3°. El artículo 42 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad
Social, modificado por el artículo 21 de la Ley 712 de 2001, quedará así:
 

Artículo 42. Principios de oralidad y publicidad. Las actuaciones judiciales
y la práctica de pruebas en las instancias, se efectuarán oralmente en audiencia
pública, so pena de nulidad, salvo las que expresamente señalen la ley, y los
siguientes autos:
 
1. Los de sustanciación por fuera de audiencia.
 
2. Los interlocutorios no susceptibles de apelación.
 
3.  Los  interlocutorios  que  se  dicten  antes  de  la  audiencia  de  conciliación,
saneamiento, decisión de excepciones y fijación del litigio y con posterioridad a
las sentencias de instancias.
 
Parágrafo 1°. En los procesos ejecutivos sólo se aplicarán estos principios en la
práctica de pruebas y en la decisión de excepciones.
 
Parágrafo 2°. El juez limitará la duración de las intervenciones de las partes y de
sus apoderados, respetando el derecho a la defensa.

 
Artículo 4°. El artículo 44 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad
Social quedará así:



Artículo  44.  Clases  de  audiencias.  Las  audiencias  serán  dos:  una  de
conciliación, decisión de excepciones previas, saneamiento y fijación del litigio; y
otra de trámite y de juzgamiento.

 
Artículo 5°. El artículo 45 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad
Social, modificado por el artículo 22 de la Ley 712 de 2001, quedará así:

Artículo 45. Señalamiento de audiencias. Antes de terminar la audiencia el
juez señalará fecha y hora para efectuar la siguiente, esta deberá ser informada
mediante aviso colocado en la cartelera del Juzgado en un lugar visible al día
siguiente.
 
Las  audiencias  no  podrán  suspenderse,  se  desarrollarán  sin  solución  de
continuidad dentro de las horas hábiles, hasta que sea agotado su objeto, sin
perjuicio de que el juez como director del proceso habilite más tiempo.
 
En ningún caso podrán celebrarse más de dos (2) audiencias.

*Nota Jurisprudencial*
 

Corte Constitucional



Apartes subrayadas declaradas EXEQUIBLES frente a los cargos examinados, mediante Sentencia C-583-16, Octubre 26 de 2016;

Magistrado Ponente Dr. Aquiles Arrieta Gómez. "El problema jurídico que debía resolver la Corte Constitucional en esta oportunidad,

consistió en determinar si el legislador vulneró los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, al limitar a una

hora el tiempo concedido para el desarrollo de la audiencia de conclusión y el poder suspenderla y posponerla, por la supuesta afectación

que tales restricciones de tiempo y modo imponen a la presentación de los alegatos de conclusión. De manera preliminar la Corte verificó

que no existía cosa juzgada constitucional frente a la sentencia C-543 de 2011 que resolvió una demanda en contra de una disposición legal

similar. Sin duda, existe relación entre las normas y los cargos analizados en aquella ocasión y los que se deben analizar en la presente,

puesto que ambas disposiciones (Ley 1395/10, art. 25 y Ley 1149/07, arts. 5 y 12) están destinadas a brindar celeridad a los procedimientos

en el marco de la implementación de la oralidad. Sin embargo, los parámetros normativos tienen diferencias, puesto que en el caso ya

decidido se analizó la restricción temporal a la suspensión que el juez puede hacer en la audiencia, antes de dictar su sentencia, mientras

que en el presente caso se fundamenta en la duración total de la audiencia y en la supuesta imposibilidad de aplazarla por más de una

hora. Si bien ambos supuestos tienen un objeto y fin asimilables, las normas presentan diferencias sustanciales. En primer lugar, el contexto

normativo en que se inscribe cada disposición es distinto, toda vez que las normas ya examinadas se refieren a un asunto civil, en el que se

debaten intereses privados, mientras que el actual examen se relaciona con la protección de los derechos del trabajador, esto es, la

salvaguarda de un derecho fundamental. En segundo lugar, la norma declarada examinada en la sentencia C- 543/11 en cuanto a su

proporcionalidad, establece un término máximo de dos (2) horas para el receso de la audiencia, previo al pronunciamiento. En el presente

caso, el artículo 5º de la Ley 1149 de 2010 fija un término de receso de una hora, sin establecer ninguna prohibición para que el término

sea ampliado o reducido, de modo que es claro que las disposiciones no tienen idéntico contenido normativo. Aunque no había lugar a la

existencia de cosa juzgada, la corporación consideró que la sentencia C-543/11 contiene aspectos relevantes para analizar y resolver el

presente caso, por lo que constituye un precedente a tomar en cuenta. En concreto, las disposiciones demandadas hacen parte de una

reforma parcial del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social cuya finalidad es promover la celeridad procesal, haciendo efectiva la

oralidad. En ese contexto, para la Corte, la prohibición de suspender la audiencia, no extingue el derecho de presentar los alegatos de

conclusión que las partes tengan a bien presentar, ni de que sean escuchados y considerados por el juez. Las limitaciones de modo y

tiempo en que deben presentarse tales alegatos, se adecuan a las finalidades de celeridad e inmediación que persigue el diseño procesal,

pero no se anulan ni restringen. No se está suprimiendo una instancia de defensa, una herramienta legal o un recurso que se tenía y ahora

se pierda. Observó que una justicia pronta, cumplida y sustantiva, cuando están en juego los derechos de los trabajadores se acompasa

perfectamente con el fin esencial del Estado de garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la

Constitución, de manera que la celeridad y la inmediación son fines legítimos desde la perspectiva constitucional. Los medios elegidos por

el legislador para conseguir en el presente caso tales fines, no se encuentran prohibidos o proscritos. Ninguna disposición de la Carta

prohíbe que el legislador diseñe el proceso laboral de primera instancia de tal forma que sea desarrollado en dos (2) audiencias que no

puedan ser suspendidas. Las restricciones temporales y de espacios propios de un proceso judicial son herramientas legales legítimas y

resultan adecuadas para lograr la celeridad por un lado, evitando que la audiencia se prolongue indefinidamente y evitando de otro, que el

juez se distancie y pierda el contacto directo, completo y presente con las pruebas y alegatos presentados. El efecto logrado con la reforma

es que el proceso tiene una duración determinada, célere, en la que el juez participa de forma constante y directa. Una vez iniciada la

segunda audiencia, solo puede terminar con una decisión, sin lugar a aplazamiento ni a dilaciones. Sin duda, ello obliga a las partes y al

juez a adaptar su proceder, pero cumple con el objetivo de dar celeridad e inmediación al proceso. Por consiguiente, la Corte encontró que

la prohibición de suspender las audiencias del proceso laboral ordinario y en particular aquella de trámite y juzgamiento, es una medida

razonable constitucionalmente, en tanto busca fines legítimos a través de un medio no prohibido, que es adecuado para lograr alcanzar

dichos fines de celeridad e inmediación en la justicia. De igual manera, la disposición de que en el mismo acto se dicte la sentencia y se

pueda decretar un receso de una hora para proferirla, a juicio de la Corte, resulta un medio adecuado para alcanzar las finalidades

enunciadas, al establecer un término suficientemente amplio para que el juez estructure las conclusiones sobre la audiencia y

suficientemente corto para evitar que la audiencia e dilate y así se diluyan las impresiones que en la misma se haya formado el juez. Tal

como está diseñada la norma, el receso es una opción para el juez, que puede tomarlo, si así lo requiere, inmediatamente después de

concluir con la etapa probatoria y antes de dictar el fallo. Advirtió que el juez como director del proceso, cuando así lo considere

estrictamente necesario, podría ampliar o reducir ese término de forma razonable, como lo puede hacer con otros procedimientos en el

marco de la autonomía y la flexibilidad que le imprime la reforma. En ese orden, la Corte concluyó que el legislador no vulneró los derechos

de acceso a la justicia y al debido proceso al imponer restricciones de modo y tiempo en el proceso laboral oral de primera instancia en dos

audiencias, sin la posibilidad de que la segunda audiencia se aplace o suspenda más allá de un receso una hora ante de la decisión."



 
 
Artículo 6°. El artículo 46 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad
Social quedará así:

Artículo  46.  Actas  y  grabación  de  audiencias.  Las  audiencias  serán
grabadas con los medios técnicos que ofrezcan fidelidad y seguridad de registro,
los cuales deberán ser proporcionados por el Estado, o excepcionalmente, con
los que las partes suministren.
 
Si la audiencia es grabada, se consignará en el acta el nombre de las personas
que intervinieron como partes, apoderados, testigos y auxiliares de la justicia.
 
El acta será firmada por el juez y el secretario y de ella hará parte el formato de
control de asistencia de quienes intervinieron.
 
Cualquier interesado podrá solicitar una copia de las grabaciones o del acta, y
para su obtención deberá proporcionar los medios necesarios para ello.
 
En  ningún  caso  se  hará  la  reproducción  escrita  de  las  grabaciones.  Las
grabaciones se incorporarán al expediente.

 
Artículo 7°. El artículo 48 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad
Social quedará así:

Artículo 48. El juez director del proceso. El juez asumirá la dirección del
proceso adoptando las medidas necesarias para garantizar el respeto de los
derechos fundamentales y el equilibrio entre las partes, la agilidad y rapidez en
su trámite.

 
Artículo 8°. El artículo 53 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad
Social quedará así:

Artículo 53. Rechazo de pruebas y diligencias inconducentes. El  juez



podrá,  en  decisión  motivada,  rechazar  la  práctica  de  pruebas  y  diligencias
inconducentes o superfluas en relación con el objeto del pleito.
 
En cuanto a la prueba de testigos, el juez limitará el número de ellos cuando
considere  que  son  suficientes  los  testimonios  recibidos  o  los  otros  medios  de
convicción  que  obran  en  el  proceso.

 
Artículo 9°. El artículo 59 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad
Social quedará así:

Artículo  59.  Comparecencia  de  las  partes.  El  juez  podrá  ordenar  la
comparecencia  de  las  partes  a  las  audiencias  a  fin  de  interrogarlas  libremente
sobre los hechos controvertidos; la renuencia de las partes a comparecer tendrá
los efectos previstos en el artículo 77.

 
Artículo 10. El artículo 66 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad
Social quedará así:

Artículo 66. Apelación de las sentencias de primera instancia.  Serán
apelables las sentencias de primera instancia, en el efecto suspensivo, en el acto
de  la  notificación  mediante  la  sustentación  oral  estrictamente  necesaria;
interpuesto  el  recurso  el  juez  lo  concederá  o  denegará  inmediatamente.

*Notas Jurisprudenciales*

 
Corte Constitucional



Aparte subrayado declarado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia

C-493-16, Septiembre 14 de 2016; Magistrado Ponente Dr. Alejandro Linares Cantillo. "Los

cuestionamientos que le correspondió resolver a la Corte en esta oportunidad, plantearon de un lado (i) si

el legislador al establecer la sustentación oral del recurso de apelación dentro de la audiencia de fallo,

desconoció el derecho a un trato igualitario de los usuarios de la jurisdicción laboral y de la seguridad

social frente a los ciudadanos que acuden a la jurisdicción penal, en tanto éstos cuentan con mayores

beneficios en lo atinente al tiempo y al modo para sustentar el recurso de apelación; de otra parte, (ii) si

dicha medida legislativa resulta desproporcionada al establecer una carga procesal que hace nugatorios el

derecho a la doble instancia y el acceso efectivo a la administración de justicia. El análisis realizado por la

Corte concluyó en la constitucionalidad de la expresión normativa acusada contenida en el artículo 10 de

la Ley 1149 de 2007, respecto del cargo por vulneración del derecho a la igualdad formal ante la ley (art.

13 C.Po.), al constatarse que los supuestos en los que se funda la sustentación de la apelación en materia

penal y laboral no son asimilables, no solo por la especialidad de los asuntos que se ventilan en cada una

de dichas jurisdicciones, sino porque dentro de la amplia facultad discrecionalidad del legislador para

determinar los recursos, excepciones y términos de cada procedimiento, estableció como eje rector de la

jurisdicción laboral el principio de la oralidad, mientras que en la penal, con el fin de promover la

descongestión judicial, implementó la sustentación mixta del recurso. Adicionalmente, por las

características particulares de los derechos de los usuarios, puesto que las garantías de la doble instancia

en los asuntos penales cuentan con un mayor respaldo constitucional, al ser parte esencial del núcleo

fundamental del derecho, mientras que si bien los derechos de los trabajadores son mínimos e

irrenunciables, los recursos previstos en los asuntos procesales son objeto de un mayor margen de acción

en cuanto a su configuración. De igual modo, la corporación estableció que la acusación de afectación

desproporcionada e irrazonable del derecho a la doble instancia (art. 31 C.Po) y el efectivo acceso a la

administración de justicia (art. 229 C.Po.) no estaba llama a prosperar, por cuanto la finalidad de la

celeridad en la jurisdicción ordinaria laboral no se encuentra prohibida y en efecto se materializa a través

de la medida de la oralidad como principio rector dentro de los procesos surtidos ante la jurisdicción

ordinaria laboral. La Corte estimó razonable la exigencia de dicha carga procesal a la parte recurrente,

que como parte afectada no puede considerarse sorprendida con la decisión adoptada en primer

instancia, ya que cuenta con la posibilidad y el deber legal de participar activamente en las etapas previas

al proceso. En todo caso, advirtió que el recurrente cuenta con la garantía de ser oído durante un tiempo

prudencial acorde con la densidad del fallo y de hacer valer sus propias razones y argumentos en una

segunda instancia, sin que represente un quebrantamiento del derecho a conocer, controvertir las

pruebas e intervenir en su formación, intereses que son protegidos mediante los principios de consonancia

y congruencia. Ante la imposibilidad de reproducir el audio de la audiencia, el juez deberá absolver las

dudas que la sentencia genere a los apelantes, para permitir que el recurso se plantee sobre bases sólidas

de conocimiento y comprensión del fallo a recurrir. Por consiguiente, el segmento normativo acusado del

artículo 10 de la Ley 1149 de 2007, fue declarado exequible".



 
 
Artículo 11. El artículo 77 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad
Social, modificado por el artículo 39 de la Ley 712 de 2001, quedará así:
 
Artículo  77.  Audiencia  obligatoria  de  conciliación,  decisión  de
excepciones  previas,  saneamiento  y  fijación  del  litigio.  Contestada  la
demanda principal y la de reconvención si la hubiere, o cuando no hayan sido
contestadas en el término legal, el juez señalará fecha y hora para que las partes
comparezcan personalmente, con o sin apoderado, a audiencia pública, la cual
deberá celebrarse a más tardar dentro de los tres (3) meses siguientes a la fecha
de notificación de la demanda.
 
Para efectos de esta audiencia, el juez examinará previamente la totalidad de la
actuación surtida y será él quien la dirija.
 
En la audiencia de conciliación se observarán las siguientes reglas:
 
Si alguno de los demandantes o de los demandados fuere incapaz, concurrirá su
representante legal.
 
Si antes de la hora señalada para la audiencia, alguna de las partes presenta
prueba siquiera sumaria de una justa causa para no comparecer, el juez señalará
nueva fecha para celebrarla, la cual será dentro de los cinco (5) días siguientes a
la fecha inicial, sin que en ningún caso pueda haber otro aplazamiento.
 
*Nota Jurisprudencial*

 

Corte Constitucional

Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE  por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-317-08 del

nueve (09) de abril de dos mil ocho (2008);  Magistrado Ponente Dr. Jaime

Córdoba Triviño.

 
Excepto los casos contemplados en los dos (2) incisos anteriores, si el demandante
o el demandado no concurren a la audiencia de conciliación, el juez la declarará



clausurada y se producirán las siguientes consecuencias procesales:
 
1. Si se trata del demandante se presumirán ciertos los hechos susceptibles de
confesión contenidos en la contestación de la demanda y en las excepciones de
mérito.
 
2. Si se trata del demandado, se presumirán ciertos los hechos de la demanda
susceptibles de confesión.
 
Las mismas consecuencias se aplicarán a la demanda de reconvención.
 
3. Cuando los hechos no admitan prueba de confesión, la no comparecencia de las
partes se apreciará como indicio grave en su contra.
 
4.  En  el  caso  del  inciso  quinto  de  este  artículo,  la  ausencia  injustificada  de
cualquiera de los apoderados dará lugar a la imposición de una multa a favor del
Consejo Superior de la Judicatura, equivalente a un (1) salario mínimo mensual
vigente.
 
Instalada la audiencia, si concurren las partes, con o sin apoderados, el juez los
invitará para que en su presencia y bajo su vigilancia concilien sus diferencias, si
fueren  susceptibles  de  solución  por  este  medio,  y  si  no  lo  hicieren,  deberá
proponer  las  fórmulas  que estime justas  sin  que ello  signifique prejuzgamiento  y
sin que las manifestaciones de las partes impliquen confesión. En esta etapa de la
audiencia sólo se permitirá diálogo entre el juez y las partes, y entre estas y sus
apoderados con el único fin de asesorarlos para proponer fórmulas de conciliación.
 
Si se llegare a un acuerdo total se dejará constancia de sus términos en el acta
correspondiente y se declarará terminado el proceso. El acuerdo tendrá fuerza de
cosa juzgada. Si el acuerdo fuese parcial se procederá en la misma forma en lo
pertinente.
 
Parágrafo 1°. Procedimiento para cuando fracase el intento de conciliación. Ante la
imposibilidad de llegar a un acuerdo total, el juez declarará terminada la etapa de
conciliación y en la misma audiencia:
 
1. Decidirá las excepciones previas conforme a lo previsto en el artículo 32.



 
2.  Adoptará  las  medidas  que  considere  necesarias  para  evitar  nulidades  y
sentencias inhibitorias.
 
3. Requerirá a las partes y a sus apoderados para que determinen los hechos en
que estén de acuerdo y que fueren susceptibles de prueba de confesión, los cuales
se declararán probados mediante auto en el cual desechará las pruebas pedidas
que versen sobre los mismos hechos, así como las pretensiones y excepciones que
queden excluidas como resultado de la conciliación parcial.
 
Igualmente, si lo considera necesario las requerirá para que allí mismo aclaren y
precisen las pretensiones de la demanda y las excepciones de mérito.
 
4.  A  continuación  el  juez  decretará  las  pruebas  que  fueren  conducentes  y
necesarias,  señalará día y hora para audiencia de trámite y  juzgamiento,  que
habrá de celebrarse dentro de los tres (3) meses siguientes; extenderá las órdenes
de comparendo que sean del caso, bajo los apremios legales, y tomará todas las
medidas necesarias para la práctica de pruebas en la audiencia de trámite y
juzgamiento; y respecto al dictamen pericial ordenará su traslado a las partes con
antelación suficiente a la fecha de esta audiencia.
 
 
Artículo 12. El artículo 80 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad
Social quedará así:

Artículo 80. Audiencia de trámite y juzgamiento en primera instancia.
En  el  día  y  hora  señalados  el  juez  practicará  las  pruebas,  dirigirá  las
interpelaciones o interrogaciones de las partes y oirá las alegaciones de estas.
Los testigos serán interrogados separadamente, de modo que no se enteren del
dicho de los demás.
 
En el  mismo acto dictará la sentencia correspondiente o podrá decretar un
receso de una (1) hora para proferirla y se notificará en estrados.

*Nota Jurisprudencial*
 



Corte Constitucional



Apartes subrayadas declaradas EXEQUIBLES frente a los cargos examinados, mediante Sentencia C-583-16, Octubre 26 de 2016;

Magistrado Ponente Dr. Aquiles Arrieta Gómez. "El problema jurídico que debía resolver la Corte Constitucional en esta oportunidad,

consistió en determinar si el legislador vulneró los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, al limitar a una

hora el tiempo concedido para el desarrollo de la audiencia de conclusión y el poder suspenderla y posponerla, por la supuesta afectación

que tales restricciones de tiempo y modo imponen a la presentación de los alegatos de conclusión. De manera preliminar la Corte verificó

que no existía cosa juzgada constitucional frente a la sentencia C-543 de 2011 que resolvió una demanda en contra de una disposición legal

similar. Sin duda, existe relación entre las normas y los cargos analizados en aquella ocasión y los que se deben analizar en la presente,

puesto que ambas disposiciones (Ley 1395/10, art. 25 y Ley 1149/07, arts. 5 y 12) están destinadas a brindar celeridad a los procedimientos

en el marco de la implementación de la oralidad. Sin embargo, los parámetros normativos tienen diferencias, puesto que en el caso ya

decidido se analizó la restricción temporal a la suspensión que el juez puede hacer en la audiencia, antes de dictar su sentencia, mientras

que en el presente caso se fundamenta en la duración total de la audiencia y en la supuesta imposibilidad de aplazarla por más de una

hora. Si bien ambos supuestos tienen un objeto y fin asimilables, las normas presentan diferencias sustanciales. En primer lugar, el contexto

normativo en que se inscribe cada disposición es distinto, toda vez que las normas ya examinadas se refieren a un asunto civil, en el que se

debaten intereses privados, mientras que el actual examen se relaciona con la protección de los derechos del trabajador, esto es, la

salvaguarda de un derecho fundamental. En segundo lugar, la norma declarada examinada en la sentencia C- 543/11 en cuanto a su

proporcionalidad, establece un término máximo de dos (2) horas para el receso de la audiencia, previo al pronunciamiento. En el presente

caso, el artículo 5º de la Ley 1149 de 2010 fija un término de receso de una hora, sin establecer ninguna prohibición para que el término

sea ampliado o reducido, de modo que es claro que las disposiciones no tienen idéntico contenido normativo. Aunque no había lugar a la

existencia de cosa juzgada, la corporación consideró que la sentencia C-543/11 contiene aspectos relevantes para analizar y resolver el

presente caso, por lo que constituye un precedente a tomar en cuenta. En concreto, las disposiciones demandadas hacen parte de una

reforma parcial del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social cuya finalidad es promover la celeridad procesal, haciendo efectiva la

oralidad. En ese contexto, para la Corte, la prohibición de suspender la audiencia, no extingue el derecho de presentar los alegatos de

conclusión que las partes tengan a bien presentar, ni de que sean escuchados y considerados por el juez. Las limitaciones de modo y

tiempo en que deben presentarse tales alegatos, se adecuan a las finalidades de celeridad e inmediación que persigue el diseño procesal,

pero no se anulan ni restringen. No se está suprimiendo una instancia de defensa, una herramienta legal o un recurso que se tenía y ahora

se pierda. Observó que una justicia pronta, cumplida y sustantiva, cuando están en juego los derechos de los trabajadores se acompasa

perfectamente con el fin esencial del Estado de garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la

Constitución, de manera que la celeridad y la inmediación son fines legítimos desde la perspectiva constitucional. Los medios elegidos por

el legislador para conseguir en el presente caso tales fines, no se encuentran prohibidos o proscritos. Ninguna disposición de la Carta

prohíbe que el legislador diseñe el proceso laboral de primera instancia de tal forma que sea desarrollado en dos (2) audiencias que no

puedan ser suspendidas. Las restricciones temporales y de espacios propios de un proceso judicial son herramientas legales legítimas y

resultan adecuadas para lograr la celeridad por un lado, evitando que la audiencia se prolongue indefinidamente y evitando de otro, que el

juez se distancie y pierda el contacto directo, completo y presente con las pruebas y alegatos presentados. El efecto logrado con la reforma

es que el proceso tiene una duración determinada, célere, en la que el juez participa de forma constante y directa. Una vez iniciada la

segunda audiencia, solo puede terminar con una decisión, sin lugar a aplazamiento ni a dilaciones. Sin duda, ello obliga a las partes y al

juez a adaptar su proceder, pero cumple con el objetivo de dar celeridad e inmediación al proceso. Por consiguiente, la Corte encontró que

la prohibición de suspender las audiencias del proceso laboral ordinario y en particular aquella de trámite y juzgamiento, es una medida

razonable constitucionalmente, en tanto busca fines legítimos a través de un medio no prohibido, que es adecuado para lograr alcanzar

dichos fines de celeridad e inmediación en la justicia. De igual manera, la disposición de que en el mismo acto se dicte la sentencia y se

pueda decretar un receso de una hora para proferirla, a juicio de la Corte, resulta un medio adecuado para alcanzar las finalidades

enunciadas, al establecer un término suficientemente amplio para que el juez estructure las conclusiones sobre la audiencia y

suficientemente corto para evitar que la audiencia e dilate y así se diluyan las impresiones que en la misma se haya formado el juez. Tal

como está diseñada la norma, el receso es una opción para el juez, que puede tomarlo, si así lo requiere, inmediatamente después de

concluir con la etapa probatoria y antes de dictar el fallo. Advirtió que el juez como director del proceso, cuando así lo considere

estrictamente necesario, podría ampliar o reducir ese término de forma razonable, como lo puede hacer con otros procedimientos en el

marco de la autonomía y la flexibilidad que le imprime la reforma. En ese orden, la Corte concluyó que el legislador no vulneró los derechos

de acceso a la justicia y al debido proceso al imponer restricciones de modo y tiempo en el proceso laboral oral de primera instancia en dos

audiencias, sin la posibilidad de que la segunda audiencia se aplace o suspenda más allá de un receso una hora ante de la decisión."



 
 
Artículo 13. Modifícase el artículo 82 del Código Procesal del Trabajo y la
Seguridad  Social,  modificado  por  el  artículo  40  de  la  Ley  712  de  2001,  que
quedará  así:

Artículo  82.  Audiencia  de  trámite  y  fallo  en  segunda  instancia.
Ejecutoriado el auto que admite la apelación o la consulta, se fijará la fecha de la
audiencia  para  practicar  las  pruebas  a  que  se  refiere  el  artículo  83.  En  ella  se
oirán las alegaciones de las partes y se resolverá la apelación.
 
Cuando se trate de apelación de un auto o no haya pruebas que practicar, en la
audiencia se oirán los alegatos de las partes y se resolverá el recurso.

 
Artículo 14. El artículo 69 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad
Social, quedará así:

Artículo 69. Procedencia de la consulta. Además de estos recursos existirá
un grado de jurisdicción denominado de "consulta".
 
Las sentencias de primera instancia, cuando fueren totalmente adversas a las
pretensiones  del  trabajador,  afiliado  o  beneficiario  serán  necesariamente
consultadas  con  el  respectivo  Tribunal  si  no  fueren  apeladas.
 
También serán consultadas las sentencias de primera instancia cuando fueren
adversas a la Nación, al Departamento o al Municipio o a aquellas entidades
descentralizadas en las  que la  Nación sea garante.  En este último caso se
informará al Ministerio del ramo respectivo y al Ministerio de Hacienda y Crédito
Público sobre la remisión del expediente al superior.

 
Artículo  15.  Régimen  de  transición.  Los  procesos  iniciados  antes  de  la
aplicación gradual de la presente ley se continuarán tramitando bajo el régimen
procesal anterior.



 
Dentro del año siguiente contado a partir de la promulgación de la ley, el Consejo
Superior  de  la  Judicatura  adoptará  y  pondrá  en  práctica  medidas  especiales,
suficientes  para  descongestionar  los  despachos  judiciales  laborales,  en  los
procesos  promovidos  antes  de  la  entrada  en  vigencia  de  la  presente  ley.
Dichas medidas deberán garantizar la descongestión de los despachos judiciales,
en un término no mayor de dos años a partir de la promulgación de esta ley.
 
Quienes sean nombrados como jueces y magistrados, deberán ser especializados o
expertos en derecho del trabajo o en seguridad social.
 
 
Artículo 16. Asignación de recursos. La implementación del sistema oral en la
especialidad laboral se hará en forma gradual en un término no superior a cuatro
(4) años, a partir del primero (1°) de enero de 2008. El Gobierno Nacional hará la
asignación  de  recursos  para  la  financiación  de  dicha  implementación  en  cada
vigencia.
 
 
Artículo 17. Vigencia y derogatoria. La presente ley entrará en vigencia con su
promulgación y, su aplicación se efectuará de manera gradual de conformidad con
lo dispuesto en el artículo 16 de la presente ley; deroga todas las disposiciones
que le sean contrarias, especialmente el artículo 38, el numeral 1 del literal c) del
artículo 41 modificado por el artículo 20 de la Ley 712 de 2001 y los artículos 81
y 85, modificado por el artículo 42 de laLey 712 de 2001, del Código Procesal
del Trabajo y de la Seguridad Social.
 
 

La Presidenta del honorable Senado de la República,
Dilian Francisca Toro Torres.

 
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.
 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Alfredo Ape Cuello Baute.

 



El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera.

 
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 
Publíquese y ejecútese.

Dada en Bogotá, D. C., a 13 de julio de 2007.
 

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
 

El Ministro del Interior y de Justicia,
Carlos Holguín Sardi.

 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Oscar Iván Zuluaga Escobar.
 

El Ministro de la Protección Social,
Diego Palacio Betancourt.

LEY 1148 DE 2007
LEY 1148 DE 2007

LEY 1148 DE 2007
(julio 10 de 2007)

Por medio de la cual se modifican las Leyes 136 de 1994 y 617
de 2000 y se dictan otras disposiciones.

 

*Notas de Vigencia*

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-1148-de-2007/


Modificado por la Ley 1551 de 2012, publicado en el Diario Oficial No. 48483 del

Viernes, 6 de julio de 2012: "por la cual se dictan normas para modernizar la

organización y el funcionamiento de los municipios"

Modificada por la Ley 1296 de 2009, publicada en el Diario Oficial No. 47.335 de

29 de abril de 2009: "Por medio de la cual se modifica el artículo 1o de la Ley

1148 de 2007"

*Notas Reglamentarias*

Reglamentada por el Decreto 740 de 2008, publicado en el Diario Oficial No.

46928 publicado en el Diario Oficial No. 46928 del 11 de marzo de 2008.

*CONCORDANCIAS*

DECRETO 3960 DE 2011

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°.  *Apartes subrayados CONDICIONALMENTE exequibles*
El artículo 49 de la Ley 617 de 2000 quedará así:

Artículo 49. Prohibiciones relativas a cónyuges, compañeros
permanentes  y  parientes  de  los  gobernadores,  diputados,
alcaldes municipales y distritales; concejales municipales y
distritales.  Los  cónyuges  o  compañeros  permanentes,  y
parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad, segundo de
afinidad y primero civil de los gobernadores, diputados,
alcaldes municipales y distritales y concejales municipales y
distritales, no podrán ser miembros de juntas o consejos
directivos de entidades del sector central o descentralizados
del correspondiente departamento, distrito o municipio, ni
miembros  de  juntas  directivas,  representantes  legales,
revisores  fiscales,  auditores  o  administradores  de  las
entidades prestadoras de servicios públicos domiciliarios o
de  seguridad  social  en  el  respectivo  departamento  o
municipio.



*Nota Jurisprudencial*

Corte Constitucional

La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el aparte en letra

itálica de este inciso 1° por ineptitud de la demanda mediante Sentencia

C-903-08 de 17 de septiembre de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo

Rentería.

*Aparte  tachado  INEXEQUIBLE,  Inciso  CONDICIONALMENTE
exequible*  Los  cónyuges  o  compañeros  permanentes  de  los
gobernadores, diputados, alcaldes municipales y distritales y
concejales municipales y distritales, y sus parientes dentro
del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o
primero civil, no podrán ser designados funcionarios del
respectivo  departamento,  distrito  o  municipio,  o  de  sus
entidades descentralizadas.

*Nota Jurisprudencial*

Corte Constitucional

– Inciso 2° declarado EXEQUIBLE, salvo el aparte tachado declarado INEXEQUIBLE

por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-903-08 de 17 de septiembre de

2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería, 'en el entendido de que esta

prohibición se predica de los parientes en el segundo grado de consaguinidad,

primero de afinidad y único civil, como lo establece el artículo 292 de la

Constitución Política.'

*Modificado  por  la  Ley  1296  de  2009,  nuevo  texto:*  Los
cónyuges  o  compañeros  permanentes  de  los  gobernadores,
diputados, alcaldes, municipales y distritales, concejales
municipales y distritales y sus parientes dentro del cuarto
grado de consanguinidad, segundo de afinidad de afinidad, o
primero  civil  no  podrán  ser  contratistas  del  respectivo
departamento,  distrito  o  municipio,  o  de  sus  entidades
descentralizadas, ni directa, ni indirectamente."

Parágrafo 1°. Se exceptúan de lo previsto en este artículo



los nombramientos que se hagan en aplicación de las normas
vigentes sobre carrera administrativa.

Parágrafo  2°.  Las  prohibiciones  para  el  nombramiento,
elección o designación de servidores públicos y trabajadores
previstas en este artículo también se aplicarán en relación
con la vinculación de personas a través de contratos de
prestación de servicios.

Parágrafo  3°.  Prohibiciones  relativas  a  los  cónyuges,
compañeros  permanentes  y  parientes  de  concejales  de
municipios de cuarta, quinta y sexta categoría. Tratándose de
concejales de municipios de cuarta, quinta y sexta categoría,
las prohibiciones establecidas en el presente artículo se
aplicarán  únicamente  para  los  cónyuges  o  compañeros
permanentes  y  parientes  hasta  el  segundo  grado  de
consanguinidad,  primero  de  afinidad  o  único  civil.

*Nota Jurisprudencial*

Corte Constitucional

Apartes subrayados de este artículo declarados CONDICIONALMENTE EXEQUIBLES, por

los cargos analizados, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-029-09

de 28 de enero de 2009, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil, '… en el

entendido de que en igualdad de condiciones, ellas comprenden también a los

integrantes de las parejas de un mismo sexo”.

 
 
Artículo 2°. Adiciónese un parágrafo al artículo 23 de la Ley
136 de 1994:

Parágrafo 3°. Cuando la Presidencia de la Corporación, por
acto motivado declare que, por razones de orden público,
intimidación o amenaza, no es posible que algunos miembros de
los Concejos Municipales y Distritales concurran a su sede



habitual, podrán participar de las sesiones de manera no
presencial.

Para tal fin, los miembros del Concejo podrán deliberar y
decidir por comunicación simultánea o sucesiva, utilizando
para  el  efecto  los  avances  tecnológicos  en  materia  de
telecomunicaciones tales como fax, teléfono, teleconferencia,
videoconferencia,  Internet,  conferencia  virtual  y  todos
aquellos  medios  que  se  encuentren  al  alcance  de  los
Concejales.

En  caso  de  existir  comisiones  permanentes,  se  podrán
adelantar las sesiones en los mismos términos establecidos en
el presente artículo.

Los mismos medios podrán emplearse con el fin de escuchar a
quienes deseen rendir declaraciones verbales o escritas sobre
hechos o temas que requieran ser debatidos, o puedan aportar
información o elementos de juicio útiles para las decisiones
de los Concejos Municipales y Distritales.

El Gobierno Nacional reglamentará la materia.

 

Artículo  3°.  Contratación  de  la  póliza  de  vida  para
concejales.  Los  alcaldes  de  municipios  pertenecientes  a
categorías cuarta, quinta y sexta contratarán, con cargo a la
sección  presupuestal  del  sector  central  del  municipio,  la
póliza de seguro de vida y de salud para los concejales de que
trata el artículo 68 de la Ley 136 de 1994.

Los gastos asumidos por la administración central municipal
derivados de la contratación del seguro de vida y salud, de
los  concejales,  no  se  toman  en  cuenta  como  gasto  de
funcionamiento de la administración central municipal para el
cálculo  de  los  indicadores  de  límite  de  gastos  de



funcionamiento  fijados  por  la  Ley  617  de  2000.

Parágrafo.  Contratación  asociada  de  pólizas
colectivas.*CONDICIONALMENTE  exequible,  en  relación  con  el
aparte subrayado* Los alcaldes de municipios de quinta y sexta
categoría  podrán  delegar,  en  la  Federación  Colombiana  de
Municipios,  el  proceso  de  selección  y  adjudicación  del
corredor de seguros y/o de la compañía de seguros legalmente
autorizada  por  la  Superintendencia  Financiera,  para  el
cumplimiento de los cometidos y funciones que les asigna a
aquellos la ley en relación con las pólizas de seguros de vida
a  favor  de  los  concejales,  garantizando  los  principios
establecidos en el artículo 209 de la Constitución Política y
en laLey 80 de 1993, en cuyo caso actuará a título gratuito.

*Nota Jurisprudencial*

Corte Constitucional

Parágrafo declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por

la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1125-08 de 12 de noviembre de 2008,

Magistrado Ponente Dr. Humberto Antonio Sierra Porto, '…en el entendido de que

comprende a todos los intermediarios de seguros'.

 

Artículo  4°.  Vivienda.  Los  hogares  conformados  por  los
concejales de los municipios definidos en la Ley 617 de 2000,
podrán acceder al Subsidio Familiar de Vivienda de conformidad
con  la  normatividad  vigente  que  regula  la  materia,  en
cualquiera  de  sus  modalidades  sin  que  requieran  demostrar
ahorro previo.

Parágrafo.  *Modificado  por  la  Ley  1551  de  2012,  nuevo  texto:*  El  Subsidio

Familiar de Vivienda de que trata el presente artículo es un aporte estatal en

dinero y/o especie que se otorga por una sola vez a un hogar beneficiario, sin

cargo de restitución por parte de este, para la adquisición de vivienda urbana

y/o rural y puede ser complementario de otros subsidios de carácter municipal o

departamental.



En el marco del principio de la eficiencia de la inversión pública, los subsidios

municipales de vivienda se podrán orientar a la vivienda autogestionaria con las

organizaciones de acción comunal y de vivienda comunitaria.

 
*Nota de Vigencia*

 

Parágrafo modificado por el artículo 19 de la Ley 1551 de 2012, publicado en el

Diario Oficial No. 48483 del Viernes, 6 de julio de 2012.

*Nota Reglamentaria*

Articulo reglamentado por el Decreto 740 de 2008, publicado en el Diario Oficial

No. 46928 del 11 de marzo de 2008.

 
*Texto original de la Ley 1148 de 2007*

 
Parágrafo. El Subsidio Familiar de Vivienda de que trata el presente artículo es

un aporte estatal en dinero y/o especie que se otorga por una sola vez a un

hogar beneficiario, sin cargo de restitución por parte de este y puede ser

complementario de otros subsidios de carácter municipal o departamental.

 
 
Artículo 5°. Otorgantes del Subsidio. Las entidades otorgantes
del subsidio familiar de vivienda de que trata la presente ley
serán el Fondo Nacional de Vivienda con cargo a los recursos
del Presupuesto General de la Nación, para atender aquellos
hogares que no se encuentren afiliados al sistema formal de
trabajo  y  las  Cajas  de  Compensación  Familiar  a  aquellos
hogares afiliados al sistema formal de trabajo de conformidad
con lo establecido en el artículo 68 de la Ley 49 de 1990 y
los artículos 63 y 67 de la Ley 633 de 2000 y Ley 789 de 2002.
Parágrafo  1°.  El  Gobierno  Nacional  asignará  los  recursos
necesarios en el Presupuesto General de la Nación, con el
objeto de cumplir con los fines previstos en la presente ley.



Parágrafo 2°. El Fondo Nacional de Vivienda o la entidad que
haga sus veces abrirá una bolsa especial para atender a la
población definida en la presente ley.
 
*Nota Reglamentaria*
 
Articulo reglamentado por el Decreto 740 de 2008, publicado en el Diario Oficial

No. 46928 del 11 de marzo de 2008.

 
 
Artículo 6°. Condiciones de Acceso. El Ministerio de Vivienda,
Ciudad  y  Territorio  en  coordinación  con  el  Ministerio  de
Agricultura, el Banco Agrario y la Confederación Nacional de
Concejos y Concejales Confenacol, reglamentará las condiciones
especiales de acceso al subsidio familiar de vivienda para la
adquisición de vivienda urbana y/o rural de aquellos hogares
conformados por los concejales y ediles de los municipios
definidos  en  la  Ley  617  de  2000,  en  especial  con  lo
relacionado con sus modalidades, el monto del subsidio y su
aplicación.
*Nota de Vigencia*

 

Artículo modificado por el artículo 20 de la Ley 1551 de 2012, publicado en el

Diario Oficial No. 48483 del Viernes, 6 de julio de 2012.

 

*Nota Reglamentaria*
 
Articulo reglamentado por el Decreto 740 de 2008, publicado en el Diario Oficial

No. 46928 del 11 de marzo de 2008.

 
*Texto original de la Ley 1148 de 2007*

 



Artículo  6°.  Condiciones  de  acceso.El  Ministerio  de  Ambiente,  Vivienda  y

Desarrollo Territorial reglamentará las condiciones especiales de acceso al

subsidio familiar de vivienda de aquellos hogares conformados por los concejales

de  los  municipios  definidos  en  la  Ley  617  de  2000,  en  especial  con  lo

relacionado con sus modalidades, el monto del subsidio y su aplicación.

 
 
 
Artículo 7°. El artículo 66 de la Ley 136 de 1994, modificado
por el artículo 20 de la Ley 617 de 2000, quedará así:

Artículo 66. Causación de honorarios. Los honorarios por cada
sesión a que asistan los concejales serán como máximo el
equivalente al ciento por ciento (100%) del salario diario
que corresponde al respectivo alcalde.
En los municipios de categoría especial, primera y segunda,
se  podrán  pagar  anualmente  hasta  ciento  cincuenta  (150)
sesiones ordinarias y hasta treinta (30) extraordinarias al
año.  No  se  podrán  pagar  honorarios  por  prórrogas  a  los
períodos ordinarios.
En los municipios de categorías tercera a sexta, se podrán
pagar anualmente hasta setenta (70) sesiones ordinarias y
hasta doce (12) sesiones extraordinarias al año. No se podrán
pagar honorarios por otras sesiones extraordinarias o por las
prórrogas.

Cuando  el  monto  máximo  de  ingresos  corrientes  de  libre
destinación que el distrito o municipio puede gastar en el
concejo, sea inferior al monto que de acuerdo con el presente
artículo  y  la  categoría  del  respectivo  municipio  se
requeriría para pagar los honorarios de los concejales, estos
deberán reducirse proporcionalmente para cada uno de los
concejales, hasta que el monto a pagar por ese concepto sume
como máximo el límite autorizado en el artículo 10 de la
presente ley.

Parágrafo. Los honorarios son incompatibles con cualquier



asignación  proveniente  del  tesoro  público  del  respectivo
municipio, excepto con aquellas originadas en pensiones o
sustituciones pensiónales y las demás excepciones previstas
en la Ley 4ª de 1992.
 

Artículo 8°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean
contrarias.
 
 

La Presidenta del honorable Senado de la República,
Dilian Francisca Toro Torres.

 
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.
 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Alfredo Ape Cuello Baute.

 
El Secretario General de la honorable Cámara de

Representantes,
Angelino Lizcano Rivera.

 
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 
Publíquese y ejecútese.

Dada en Bogotá, D. C., a 10 de julio de 2007.
 

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
 

El Ministro del Interior y de Justicia,
Carlos Holguín Sardi.



LEY 1147 DE 2007
LEY 1147 DE 2007

LEY 1147 DE 2007
(julio 10)

por la cual se adiciona la Ley 5ª de 1992 y se crean la Comisión Especial de
Modernización y las Unidades Coordinadoras de Asistencia Técnica Legislativa y

Atención Ciudadana del Congreso de la República.

 

El Congreso de la República

DECRETA:

Artículo  1°.  Objeto.  La  presente  ley  tiene  por  objeto  contribuir  a  la
transformación  integral  y  progresiva  del  Congreso  de  la  República  en  una
institución  legislativa  moderna,  altamente  técnica  y  capaz  de  responder  de
manera eficaz y eficiente a las exigencias de la democracia.

En consecuencia, se adopta el Sistema de Información Parlamentaria y se crean la
"Comisión Especial de Modernización del Congreso", la "Unidad Coordinadora de
Asistencia  Técnica  Legislativa  del  Congreso  de  la  República"  y  la  "Unidad
Coordinadora de Atención Ciudadana del Congreso de la República". Al Sistema de
Información  Parlamentaria  se  integran  la  Biblioteca  del  Congreso  "Luis  Carlos
Galán Sarmiento", el Archivo Legislativo, la Hemeroteca, la Gaceta del Congreso.

 

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-1147-de-2007/


Artículo  2°.  Naturaleza,  composición  y  período.  La  Comisión  de
Modernización  del  Congreso  de  la  República  es  una  comisión  especial.  Está
integrada por cuatro Senadores de la República y cuatro Representantes a la
Cámara, elegidos por la plenaria de la respectiva Cámara Legislativa, dentro de los
15 días siguientes a la iniciación del cuatrienio constitucional, para un período de
cuatro (4) años.

La elección se hará de tal  forma que estén representadas las  bancadas.  Las
minorías tendrán participación en la conformación de la Comisión a través de la
bancada mayoritaria entre las minoritarias.

El  Presidente  del  Senado  de  la  República  y  el  Presidente  de  la  Cámara  de
Representantes hacen parte de la Comisión por derecho propio. El Presidente del
Senado de la República es el Presidente de la Comisión y el de la Cámara de
Representantes, el Vicepresidente.

General del Senado es el Secretario de la Comisión, a falta de este asume el
Secretario General de la Cámara de Representantes.

Los Secretarios Generales y los Directores Administrativos de ambas Cámaras
asisten a las sesiones de la Comisión con voz pero sin voto.

 

Artículo 3°. Decisiones. Las decisiones de la Comisión Especial de Modernización
se adoptan por mayoría simple.

 

Artículo 4°. Reuniones. La Comisión Especial de Modernización se reunirá por
convocatoria de su Presidente cuando lo considere necesario; sin embargo, se
reunirá como mínimo dos veces al mes.

 

Artículo  5°.  Funciones.  La  Comisión  Especial  de  Modernización  tiene  las
siguientes funciones:

1. Estudiar, proponer y crear procesos de modernización en forma permanente
dentro  de  la  Institución  Legislativa,  a  través  del  Sistema  de  Información



Parlamentaria.

2.  Brindar  apoyo  a  las  Mesas  Directivas  de  las  Cámaras  legislativas  en  la
planificación y monitoreo de los procesos de modernización.

3. Coordinar, orientar y vigilar, a través de su Secretario, el funcionamiento de la
Unidad de Información Parlamentaria integrada.

4. Coordinar con las Mesas Directivas del Congreso los apoyos de la cooperación
internacional.

5. Establecer los términos y procedimientos necesarios para la actualización de la
información contenida en la página de Internet del Congreso de la República.

 

Artículo 6°. Unidad Coordinadora de Asistencia Técnica Legislativa, UATL.
Son objetivos de la UATL brindar servicios de apoyo jurídico y asesoría técnica a las
Comisiones  Constitucionales  y  Bancadas del  Congreso.  Son funciones  de esta
Unidad:

1. Procurar la alta calidad de los proyectos de ley, de Acto Legislativo y de la
discusión legislativa por medio de investigaciones técnicas y objetivas.

2. Apoyar por medio de asesorías técnicas y objetivas la calidad de los proyectos
de ley, de Acto Legislativo y de la discusión legislativa.

3.  Fortalecer  las  iniciativas  legislativas  presentadas  en  el  Congreso  con  la
participación oportuna de la sociedad.

4. Establecer un vínculo constante con la comunidad académica para facilitar el
análisis de los temas legislativos, por medio de la suscripción de convenios de
cooperación.

5. Adelantar el programa de judicatura y pasantías legislativas para la Unidad con
las distintas universidades nacionales y extranjeras.

6. Las demás que le asigne la Comisión.

 



Artículo 7°. Planta de personal de la UATL. La planta de personal de la Unidad
Coordinadora de Asistencia Técnica Legislativa es la siguiente:

N° de cargos Nombre del cargo Grado

1 Coordinador de la

UATL

12

1 Sub coordinador 09

4 Asesor II 08

1 Secretaria Ejecutiva 05

1 Mensajero 01

 

Artículo 8°. De los requisitos mínimos y las funciones de los empleos de la
Unidad Coordinadora de Asistencia Técnica Legislativa.

1. Coordinador de la Unidad de Asistencia Técnica Legislativa Grado 12.

a)  Requisitos:  Título  profesional  en  derecho,  economía,  administración  de
empresas o pública,  ciencias políticas,  gobierno y relaciones internacionales y
carreras  afines,  título  de  posgrado  en  la  modalidad  de  especialización,  cinco  (5)
años de experiencia profesional, dos (2) años de experiencia relacionada en medio
ambiente,  derechos  humanos,  servicios  públicos,  derechos  fundamentales,
constitucionales, derecho penal y dos años de experiencia docente en institución
de educación superior debidamente reconocida;

b) Funciones:

1. Velar por el buen desarrollo y la calidad de los trabajos que sean elaborados por
la Unidad con el cumplimiento de parámetros técnicos y objetivos.

2.  Planificar,  organizar  y  coordinar  las  actividades  de  la  Unidad  a  través  de  la
elaboración  de  Planes  de  Trabajo.

3. Implementar metodologías y técnicas adoptadas por la Comisión.

4. Mantener una relación constante con los Congresistas, los Secretarios Generales
y las comisiones que soliciten apoyo técnico.



5. Proyectar el cronograma de las actividades que realizará la Unidad, fomentando
habilidades, iniciativas y la organización.

6. Establecer un vínculo constante con la comunidad académica para facilitar el
análisis de los temas legislativos.

7. Presentar a la Comisión semestralmente los avances en la ejecución del Plan
Anual de Trabajo de la Unidad.

8. Adelantar el programa de judicatura y pasantías legislativas para la Unidad con
las distintas universidades nacionales y extranjeras.

9. Coordinar la labor de la planta de personal de la Unidad.

10. Las demás que le asigne la Comisión.

2. Subcoordinador de la Unidad de Asistencia Técnica Legislativa Grado 09.

a)  Requisitos:  Título  de  formación  profesional  en  derecho  o  relaciones
internacionales o ciencias políticas, título de formación avanzada en posgrado en
la modalidad de especialización, cuatro (4) años de experiencia profesional, un (1)
año de experiencia relacionada y un (1) año de experiencia docente;

b) Funciones:

1.  Colaborar  con  el  Coordinador  en  la  planificación  y  organización  de  las
actividades  de  la  Unidad.

2. Realizar el seguimiento de la ejecución de las labores de la planta de personal
de la Unidad, el cumplimiento del cronograma de las actividades y el programa de
judicatura y pasantías legislativas para la Unidad con las distintas universidades
nacionales y extranjeras.

3. Organizar los Consejos Técnicos.

4. Presentar al Coordinador trimestralmente los avances en la ejecución del Plan
Anual de Trabajo de la Unidad.

5. Las demás que le asigne el Coordinador de la Unidad.

3. Asesor II de la Unidad de Asistencia Técnica Legislativa Grado 08.



a) Requisitos: Título de formación profesional en derecho, economía, relaciones
internacionales,  ciencias  políticas,  ciencias  sociales,  ciencias  administrativas  o
contables,  medicina  o  ingenierías,  título  de  postgrado  en  la  modalidad  de
especialización, tres (3) años de experiencia profesional y dos (2) años de docencia
universitaria;

b) Funciones:

1.  Trabajar  directamente  con  los  estudiantes  de  judicatura  y  pasantes
universitarios,  en  los  temas  que  le  asigne  el  Coordinador.

2. Dirigir la elaboración de los trabajos asignados, delimitar los temas y alcance de
los mismos y establecer los parámetros de la investigación, para garantizar la
calidad técnica y la objetividad del contenido de las mismas.

3. Colaborar con el Coordinador de la Unidad en preparar a los estudiantes de
judicatura y pasantes legislativos asignados a la Unidad.

4. Revisar los trabajos elaborados por la Unidad para que ofrezcan información
desde diferentes puntos de vista, de manera concisa y objetiva.

5. Velar porque los estudiantes en judicatura y los pasantes legislativos cumplan
con la metodología y el diseño de los estudios.

6. Participar en las reuniones del Consejo Técnico.

7.  Acompañar  a  los  estudiantes  en  judicatura  y  pasantes  legislativos  en  la
presentación de los estudios a la comisión o bancada solicitante.

8. Las demás que le asigne el Coordinador de la Unidad.

4. Secretaria Ejecutiva de la Unidad de Asistencia Técnica Legislativa Grado 05.

a) Requisitos: Título de bachiller comercial, manejo de los programas de sistemas
requeridos, y dos (2) años de experiencia relacionada;

b) Funciones:

1. Recibir, distribuir, tramitar y contestar la correspondencia recibida en la Unidad
y llevar los registros correspondientes.



2. Llevar en forma organizada y ajustadas a las normas vigentes los archivos de la
Unidad.

3. Llevar la agenda de actividades y reuniones de la Unidad.

4. Recibir y hacer las llamadas telefónicas.

5. Tramitar ante las dependencias administrativas del Congreso y otras entidades
los requerimientos necesarios para el funcionario de la Unidad.

6. Las demás que le asigne el Coordinador de la Unidad.

5. Mensajero de la Unidad de Asistencia Técnica Legislativa Grado 01.

a) Requisitos: Título de bachiller y dos (2) años de experiencia relacionada;

b) Funciones:

1. Distribuir y recoger en forma oportuna la correspondencia de la Unidad.

2. Realizar las diligencias propias de la Unidad.

3. Las demás que le asigne el Coordinador de la Unidad.

 

Artículo 9°. Consejo Técnico. Créase el Consejo Técnico encargado de velar por
la calidad y objetividad de los estudios de antecedentes, análisis legislativos y
anteproyectos de ley que realice la UATL. La integración y funcionamiento serán
reglamentados por la Comisión Especial de Modernización.

 

Artículo 10. Unidad Coordinadora de Atención Ciudadana, UAC.  La UAC
tiene por objeto ser un enlace de comunicación entre el Congreso y la sociedad,
para promover la  participación pública y  la  incidencia de la  ciudadanía en la
actividad legislativa. Son funciones de esta Unidad:

1. Divulgar información acerca del Congreso, el trámite y la actividad legislativa.

2.  Canalizar  comentarios  y  opiniones  de la  sociedad sobre  los  temas que se
discuten en las  Cámaras  legislativas  y  facilitar  la  respuesta  por  parte  de  las



mismas.

3. Orientar o remitir solicitudes ciudadanas a la autoridad competente.

4. Desarrollar el Programa "Visitas Guiadas al Congreso".

5. Manejar la Línea de Gratuita del Congreso.

6. Las demás que le asigne la Comisión.

 

Artículo  11.  Composición.  La  Unidad  Coordinadora  de  Atención  Ciudadana
tendrá la siguiente composición:

N° de

cargos

Nombre del cargo Grado

1 Coordinador de la UAC 12

1 Sub coordinador de la UAC 09

3 Asesor de Atención Ciudadana 08

3 Asistente de Atención Ciudadana 05

1 Secretaria Ejecutiva 05

1 Mensajero 01

 

Artículo 12. De los requisitos mínimos y las funciones de los empleos de
la Unidad Coordinadora de Atención Ciudadana.

1. Coordinador Unidad Coordinadora de Atención Ciudadana Grado 12.

a)  Requisitos:  Título  profesional  en  derecho,  economía,  administración  de
empresas o pública,  ciencias políticas,  gobierno y relaciones internacionales y
carreras  afines,  título  de  postgrado en  la  modalidad  de  especialización,  cinco  (5)
años de experiencia profesional, dos (2) años de experiencia relacionada con la
actividad legislativa;

b) Funciones:



1. Responder por el funcionamiento de la Unidad y la creación y ejecución de
estrategias que permitan fortalecer la relación del Congreso de la República con
los sectores interesados en acercarse a la Institución Legislativa.

2.  Planificar,  organizar  y  coordinar  las  actividades  de  la  Unidad  a  través  de  la
elaboración  de  planes  de  trabajo.

3. Crear estrategias y mecanismos que permitan mejorar las relaciones entre el
Congreso de la República y la ciudadanía.

4.  Desarrollar  sistemas de información y enlace con los  distintos órganos del
Congreso y entidades externas, para que la Unidad pueda dar respuesta veraz y
oportuna a las solicitudes y propuestas de la población.

5. Velar por la pronta y eficiente respuesta a los ciudadanos y organizaciones que
se dirigen a la Unidad en busca de información o ayuda.

6.  Apoyar  a  las  comisiones,  bancadas  y  congresistas  en  la  organización  de
audiencias públicas, mesas de trabajo, foros y seminarios.

7. Establecer mecanismos necesarios para trasladar a los órganos legislativos las
opiniones e inquietudes de la población, sobre temas de interés para la misma o
sobre otros que el Congreso requiera.

8. Coordinar la labor de la planta de personal de la Unidad.

9. Las demás que le asigne la Comisión.

2. Subcoordinador Unidad Coordinadora de Atención Ciudadana Grado 9.

a)  Requisitos:  Título  profesional  en  Derecho  o  Relaciones  Internacionales  o
Ciencias  Políticas  o  Administración  o  Mercadeo;  título  de  postgrado  en  la
modalidad de especialización, cuatro (4) años de experiencia profesional y dos (2)
años de experiencia relacionada;

b) Funciones:

1.  Apoyar  al  Coordinador  en  la  planificación,  organización  y  ejecución  de  las
actividades  de  la  Unidad  y  presentación  de  informes.

2. Implementar sistemas de información para el trabajo de la Unidad.



3. Organizar las "Visitas Guiadas al Congreso".

4. Liderar las presentaciones que la UAC programe en instituciones educativas,
entidades públicas o privadas y grupos organizados.

5. Coordinar el apoyo a audiencias públicas, foros y seminarios que adelanten las
comisiones y los congresistas.

6. Las demás que le asigne el Coordinador de la Unidad.

3. Asesor de Atención al Usuario Grado 8.

a) Requisitos: Título profesional en derecho o relaciones internacionales, título de
posgrado  en  la  modalidad  de  especialización,  manejo  de  los  programas  de
sistemas requeridos, tres (3) años de experiencia profesional y dos (2) años de
experiencia relacionada;

b) Funciones:

1. Asesorar a los ciudadanos en las materias que son competencia de la Unidad.

2. Orientar a los ciudadanos que se acerquen a la UAC y requieran conocer el
funcionamiento del Congreso, el proceso y la actividad legislativa.

3. Canalizar y dar seguimiento a las solicitudes o inquietudes presentadas por la
ciudadanía a la UAC y remitidas a los órganos y dependencias del Congreso o a las
entidades externas.

4. Dirigir adecuadamente al ciudadano cuando este requiera información ajena al
Congreso.

5. Mantener actualizada la información de las actividades que se realicen en el
Congreso y en las comisiones que se le asignen.

6. Incentivar la participación de la sociedad en el proceso legislativo.

7. Contribuir al establecimiento de relaciones con las organizaciones sociales, con
las diversas instituciones del Estado y con instituciones de derecho privado para
poder canalizar los casos que se presenten y a la vez ser el canal para recibir
solicitudes de las mismas.



8. Apoyar las actividades que adelanta la Unidad en el  marco de las "Visitas
Guiadas al Congreso" y el apoyo a audiencias públicas, mesas de trabajo, foros y
seminarios.

9. Elaborar y actualizar bases de datos que permitan facilitar la atención al público.

10. Registrar en la base de datos la información sobre los ciudadanos atendidos.

4. Asistente de Atención al Usuario Grado 5.

a) Requisitos: Título de bachiller, manejo de los programas de sistemas requeridos,
tres (3) años de experiencia laboral y dos (2) años de experiencia relacionada;

b) Funciones:

1. Atender de manera cordial a los ciudadanos que se acerquen a la UAC por
cualquiera de los mecanismos de consulta con los que se cuenta.

2. Remitir a los ciudadanos la información acordada a través de los mecanismos
con los que se cuenta.

3. Dirigir adecuadamente al ciudadano cuando este requiera información ajena al
Congreso.

4. Incentivar la participación de la sociedad en el proceso legislativo.

5. Actualizar las bases de datos que permitan facilitar la atención al público.

6. Mantener actualizada la información de las actividades que se realicen en el
Congreso y en las comisiones que se les asignen.

7. Contribuir en las actividades que adelanta la Unidad en el marco de las "Visitas
Guiadas al Congreso" y apoyo a audiencias públicas, foros y seminarios.

8.  Apoyar las actividades que adelanta la Unidad en el  marco de las "Visitas
Guiadas al Congreso" y el apoyo a audiencias públicas, mesas de trabajo, foros y
seminarios.

9. Registrar en la base de datos la información sobre los ciudadanos atendidos.

10. Mantener actualizada la base de datos de las dependencias del Congreso.



11. Desarrollar los proyectos que le sean asignados de acuerdo con el Plan Anual
de Trabajo.

12. Las demás que le asigne el Coordinador de la UAC.

5. Secretaria Ejecutiva Grado 5.

a) Requisitos: Título de bachiller comercial, manejo de los programas de sistemas
requeridos, y dos (2) años de experiencia relacionada;

b) Funciones:

1. Recibir, distribuir, tramitar y contestar la correspondencia recibida en la Unidad
y llevar los registros correspondientes.

2. Llevar en forma organizada y ajustados a las normas vigentes los archivos de la
Unidad.

3. Llevar la agenda de actividades y reuniones de la Unidad.

4. Recibir y hacer las llamadas telefónicas

5. Tramitar ante las dependencias administrativas del Congreso y otras entidades
los requerimientos necesarios para el funcionamiento de la Unidad.

6. Las demás que le asigne el Coordinador de la Unidad.

6. Mensajero Grado 1.

a) Requisitos: Título de bachiller y dos (2) años de experiencia relacionada;

b) Funciones:

1. Distribuir y recoger en forma oportuna la correspondencia de la Unidad.

2. Realizar las diligencias propias de la Unidad.

3. Las demás que le asigne el Coordinador de la Unidad.

Parágrafo. Para adelantar las "Visitas Guiadas al Congreso de la República", la
Unidad  Coordinadora  de  Atención  Ciudadana  contará  con  dos  (2)  auxiliares
bachilleres de la Policía Nacional de la Oficina de Enlace de la Policía Nacional ante



el Congreso de la República.

 

Artículo 13. Sobre el personal de las Unidades Coordinadoras. Los empleos
públicos creados por la presente ley son de carrera administrativa y se clasificarán
de acuerdo con las disposiciones generales que regulen la materia.

Parágrafo  transitorio.  Los  empleados  que  actualmente  estén  ejerciendo  en
comisión las funciones asignadas por esta ley a la UATL y de la UAC conservarán
los derechos que venían disfrutando en sus cargos y los ocuparán hasta tanto se
adelanten los concursos y se provean los cargos en propiedad".

 

Artículo  14.  Suministro  de  información.  Las  Secretarías  Generales  y  las
Secretarías  de  las  Comisiones  del  Senado  de  la  República  y  la  Cámara  de
Representantes  actualizarán  diariamente  la  información  legislativa  –estado  de
proyectos,  actas de plenaria y comisión,  audiencias públicas,  foros,  mesas de
trabajo– en las páginas de Internet del Congreso para que la Unidad de Atención
Ciudadana  tenga  acceso  oportuno  y  veraz  del  acontecer  legislativo,  de
conformidad con el numeral 10 del artículo 47 y el artículo 50 de la Ley 5ª de
1992.

Parágrafo 1°. La actualización en la página de Internet con la información de la
actividad legislativa de las comisiones es responsabilidad del Secretario de cada
Comisión.

Parágrafo 2°. Los Congresistas presentarán un informe legislativo quince (15)
días después de culminado cada período legislativo, que contendrá los proyectos
de los cuales fueron autores y ponentes;  los debates adelantados;  audiencias
públicas, foros y mesas de trabajo realizadas. Estos informes se colocarán en las
páginas  de  Internet  del  Congreso  y  se  remitirán  a  la  Unidad  de  Atención
Ciudadana.

 

Artículo 15. Partida presupuestal y emolumentos salariales.  El Gobierno
Nacional  autorizará  las  partidas  presupuestales  correspondientes  para  el
cumplimiento  de  la  presente  ley.



La  planta  de  personal  de  la  Unidad  Coordinadora  de  Atención  Ciudadana  se
incorpora a la planta de personal del Senado de la República.

La planta de personal de la Unidad Coordinadora de Asistencia Técnica Legislativa
se incorpora a la planta de personal de la Cámara de Representantes.

Los gastos operacionales  serán asumidos por  el  Senado de la  República y  la
Cámara de Representantes por partes iguales.

 

Artículo 16. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación y
adiciona la Ley 5ª de 1992 en sus artículos 63, 369, 373, 383 y 387.

 

 

La Presidenta del honorable Senado de la República,
Dilian Francisca Toro Torres.

 
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.
 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Alfredo Ape Cuello Baute.

 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.
 

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
 

Publíquese y ejecútese.
Dada en Bogotá, D. C., a 10 de julio de 2007.

 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ

 
El Ministro del Interior y de Justicia,

Carlos Holguín Sardi.



 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Oscar Iván Zuluaga Escobar

LEY 1146 DE 2007
LEY 1146 DE 2007

LEY 1146 DE 2007

 

(julio 10 DE 2007)

 
por medio de la cual se expiden normas para la prevención de
la violencia sexual y atención integral de los niños, niñas y

adolescentes abusados sexualmente.
 
 

El Congreso de la República
 

DECRETA:
 

Artículo  1°.  Objeto.  La  presente  ley  tiene  por  objeto  la
prevención de la violencia sexual y la atención integral de
los niños, niñas y adolescentes víctimas de abuso sexual.
 
 
Artículo 2°. Definición.Para efectos de la presente ley se
entiende  por  violencia  sexual  contra  niños,  niñas  y
adolescentes,  todo  acto  o  comportamiento  de  tipo  sexual
ejercido sobre un niño, niña o adolescente, utilizando la
fuerza o cualquier forma de coerción física, psicológica o

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-1146-de-2007/


emocional,  aprovechando  las  condiciones  de  indefensión,  de
desigualdad y las relaciones de poder existentes entre víctima
y agresor.
 
 

CAPITULO I
Del Comité Interinstitucional Consultivo para la Prevención de
la Violencia Sexual y Atención Integral de los Niños, Niñas y

Adolescentes Víctimas del Abuso Sexual
 

Artículo 3°. De su creación. Créase adscrito al Ministerio de
las Protección Social, el Comité Interinstitucional Consultivo
para la Prevención de la Violencia Sexual y Atención Integral
de los Niños, Niñas y Adolescentes Víctimas del Abuso Sexual,
mecanismo consultivo de coordinación interinstitucional y de
interacción con la sociedad civil organizada, conformado por:
 
1. El Ministro de la Protección social, o su delegado, quien
lo presidirá.
 
2. El Ministro de Educación Nacional, o su delegado.
 
3. El Ministro de Comunicaciones, o su delegado.
 
4. El Director del Instituto Colombiano del Bienestar Familiar
quien ejercerá la Secretaría Técnica.
 
5. El Fiscal General de la Nación, o su delegado.
 
6. El Procurador General de la Nación, o su delegado.
 
7. El Defensor del Pueblo, o su delegado.
 
8. El Director del Instituto Nacional de Medicina Legal y
Ciencias Forenses.
 
9. La Policía Nacional.



 
10. El Consejo Superior de la Judicatura, o su delegado.
 
11.  Un  representante  de  las  Asociaciones  Colombianas  de
Psiquiatría,  Psicología,  Pediatría,  Sexología,  quien  será
elegido entre ellas por cooptación y cuya participación será
rotativa de conformidad con lo dispuesto por los Estatutos que
regirán el Consejo.
 
12.  Un  (1)  representante  de  las  organizaciones  no
gubernamentales  que  tengan  por  finalidad  la  prestación  de
servicios de protección de los niños, niñas y adolescentes,
que  será  elegido  entre  ellas  por  cooptación  y  cuya
participación será rotativa de conformidad con lo dispuesto
por los Estatutos que regirán el Consejo.
 
Parágrafo.  El  Comité  Interinstitucional  Consultivo  para  la
Prevención de la Violencia Sexual y Atención Integral de los
Niños, Niñas y Adolescentes Víctimas del Abuso Sexual, cuyo
carácter  será  permanente,  podrá  invitar  a  participar  en
relación con los temas de su competencia, con voz pero sin
voto, a miembros de la comunidad universitaria y científica y
a los observatorios sobre asuntos de género y organismos de
cooperación internacional.
 
 
Artículo  4°.  De  los  entes  territoriales.  En  los  entes
territoriales  tanto  departamentales,  como  distritales  y
municipales,  se  constituirán  bajo  la  coordinación  de  las
Secretarías de Salud y el Instituto Colombiano de Bienestar
Familiar  a  través  de  sus  Regionales,  Comités
Interinstitucionales  Consultivos  para  la  Prevención  de  la
Violencia Sexual y Atención Integral de los Niños, Niñas y
Adolescentes  Víctimas  del  Abuso  Sexual,  según  sea  su
competencia.
 
Parágrafo 1°. En los entes territoriales, el Comité estará



integrado además por un representante del Ministerio Público,
una (1) Comisaría de Familia, el Juez de Familia del lugar y
en  su  defecto,  el  Juez  Municipal  o  el  Juez  Promiscuo
Municipal.
 
Parágrafo  2°.  El  Comité  rendirá  informes  semestrales  y
presentará  propuestas  de  políticas  y  programas  ante  el
Subcomité de Infancia y Familia del Consejo de Política Social
correspondiente.
 
 
Artículo  5°.  Funciones  del  Comité  Interinstitucional
Consultivo  para  la  Prevención  de  la  Violencia  Sexual  y
Atención Integral de los Niños, Niñas y Adolescentes Víctimas
del Abuso Sexual. El Comité tendrá las siguientes funciones:
 
1.  Actuar  como  órgano  consultor  y  asesor,  encargado  de
formular políticas y programas de las entidades responsables y
relacionadas con la prevención de la violencia sexual y la
atención  integral  del  abuso  sexual  de  niños,  niñas  y
adolescentes.
 
2. Evaluar semestralmente la situación del abuso sexual a
niños, niñas y adolescentes, en el territorio nacional, a fin
de realizar un diagnóstico claro del problema.
 
3.  Recomendar  la  adopción  de  medidas  que  permitan  la
coordinación interinstitucional e intersectorial, con el fin
de garantizar la detección, la prevención de la violencia
sexual en todos los niveles y la atención integral de los
niños, niñas y adolescentes abusados sexualmente.
 
4.  Proponer  acciones  conjuntas  para  la  sensibilización  y
capacitación de las entidades y de la sociedad respecto de la
prevención y denuncia de los casos de abuso sexual de niños,
niñas y adolescentes.
 



5.  Evaluar  los  programas  de  educación  en  salud  sexual  y
reproductiva dirigida a niños, niñas y adolescentes para lo
cual  solicitará  al  Ministerio  de  Educación  Nacional  sean
tomados en cuenta sus conceptos, estudios y propuestas, a fin
de garantizar la prevención de la violencia sexual a niños,
niñas y adolescentes.
 
6. Proponer y gestionar con el Ministerio de la Protección
Social, lo relativo a la vigilancia epidemiológica del abuso
sexual.
 
7. Hacer recomendaciones sobre el contenido del material de
apoyo  empleado  por  los  programas  en  salud  sexual  y
reproductiva  dirigida  a  niños,  niñas  y  adolescentes.
 
8. Hacer recomendaciones sobre el contenido de la Cátedra de
Educación  para  la  Sexualidad  que  se  impartirá  en  las
facultades  de  ciencias  sociales,  de  la  salud  y  de  la
educación, que oriente hacia el cuidado, la prevención y la
detección del abuso sexual en niños, niñas y adolescentes.
 
9. Presentar semestralmente ante las Comisiones Séptimas del
Senado  de  la  República  y  la  Cámara  de  Representantes,  un
informe acerca de las acciones adelantadas en torno al objeto
de la presente ley y los resultados de las mismas.
 
10. El Comité se dará su propia organización y agenda de
trabajo anual. Como mínimo constituirá subcomités de atención,
prevención y comunicación.
 
Los conceptos requeridos al Comité por el Gobierno Nacional,
deberán ser rendidos dentro de los quince (15) días hábiles
siguientes a la fecha de su solicitud, so pena de constituirse
en  causal  de  mala  conducta  para  el  funcionario  que  omita
rendir  los  informes  en  los  términos  establecidos  en  el
presente artículo.
 



Parágrafo. Los Consejos de Política Social y los Subcomités de
Infancia  y  Familia,  sin  perjuicio  de  sus  competencias,
implementarán las directrices y recomendaciones impartidas por
el Comité, en sus respectivos territorios.
 
 
Artículo  6°.  Secretaría  Técnica  Permanente.  El  instituto
Colombiano de Bienestar Familiar asumirá las funciones de la
Secretaría  Técnica  Permanente,  que  tendrá  a  su  cargo  las
siguientes funciones:
 
1. Cumplir las labores de Secretaría del Comité.
 
2. Convocar a las sesiones del Comité conforme a lo previsto
en  esta  ley  y  a  las  instrucciones  impartidas  por  su
Presidente.
 
3. Compilar los informes, estudios y documentos que deban ser
objeto de estudio, análisis, revisión o evaluación por parte
del Comité.
 
4.  Gestionar  con  la  Fiscalía  General,  la  estadística
actualizada de las denuncias por violencia sexual contra los
niños,  niñas  y  adolescentes  por  sexo  y  edad  en  todo  el
territorio de la Nación.
 
5. Proponer la adecuación de los programas existentes en los
diversos órdenes y dirigidos a la prevención de la violencia
sexual y atención integral de los niños, niñas y adolescentes
abusados sexualmente.
 
6. Gestionar la evaluación periódica de la calidad de atención
y la oferta de servicios para las víctimas y sobrevivientes de
violencia sexual.
 
7. Promover a través del Ministerio de Comunicaciones, la
divulgación de los derechos del niño, así como la protección



de su integridad y de su dignidad.
 
8.  Proponer  y  gestionar  estrategias  para  monitorear  el
cumplimiento de la ley en los entes territoriales.
 
9.  Proponer  y  gestionar  las  líneas  de  formación  para  los
distintos  sectores  que  integran  el  Comité,  en  materia  de
detección, prevención y atención de la violencia sexual.
 
10. Gestionar la preparación y presentación de los informes
previstos en la ley. Las demás que el Comité le asigne.
 
 
Artículo  7°.  Sesiones.  El  Comité  se  reunirá  en  sesiones
ordinarias cada dos (2) meses, y en sesiones extraordinarias,
cuando sea convocado por su presidente o por un número plural
de por lo menos el 50% de sus integrantes.
 
Parágrafo.  Las  delegaciones  al  Comité  serán  realizadas
formalmente por el titular de cada institución, confiriéndole
sus facultades a un experto relacionado con las disposiciones
contenidas en la presente ley.
La Sede del Comité será el Ministerio de la Protección Social.
 
 

CAPITULO II
Prevención de la violencia sexual

 
Artículo  8°.  Divulgación.  El  Gobierno  Nacional  de  manera
conjunta con el Instituto Nacional de Radio y Televisión,
promoverá la adopción de sistemas de autorregulación eficaces
tendientes  a  motivar  a  los  proveedores  y  usuarios  de  los
servicios de comunicación en cuanto a la visibilidad de la
violencia  sexual,  la  promoción  de  derechos  y  relaciones
equitativas entre los sujetos y la prevención del abuso sexual
de  niños,  niñas  y  adolescentes  mediante  el  diseño  de
estrategias  tendientes  a:



 
1.  Sensibilizar,  orientar  y  conscienciar  acerca  de  la
existencia del abuso sexual a niños, niñas y adolescentes y
sus consecuencias.
 
2. Aportar herramientas a los niños, niñas y adolescentes que
les faciliten su protección, defensa, detección tendientes a
evitar el abuso sexual.
 
3. Dar a conocer de manera eficaz y pedagógica a los niños,
niñas, adolescentes y adultos, las autoridades e instituciones
a las cuales dirigirse en procura de ayuda.
 
4. Enseñar a los niños, niñas y adolescentes y a la ciudadanía
en general su derecho a la atención gratuita en salud en los
casos de ser objetos de abuso sexual.
 
 

CAPITULO III
Atención integral del niño, niña y adolescente víctima de

abuso sexual
 

Artículo 9°. Atención Integral en Salud. En caso de abuso
sexual a niños, niñas y adolescentes, el Sistema General en
Salud tanto público como privado, así como los hospitales y
centros de salud de carácter público, están en la obligación
de prestar atención médica de urgencia e integral en salud a
través  de  profesionales  y  servicios  especializados.  La  no
definición del estado de aseguramiento de un niño, niña o
adolescente víctima de abuso sexual no será impedimento para
su atención en salud, que en todo caso incluirá como mínimo lo
siguiente:
 
1. Los niños, niñas y adolescentes víctimas de abuso sexual,
serán  atendidos  en  las  Instituciones  Prestadoras  de  Salud
tales como EPS, IPS, ARS previamente mencionadas, de manera
inmediata y en cumplimento del principio de prevalencia de sus



derechos,  clasificando  y  atendiendo  estos  casos  como  de
urgencia médica.
 
2. Examen y tratamiento de enfermedades de transmisión sexual
adquiridas con ocasión del abuso.
 
3. Provisión de antiretrovirales en caso de violación y/o
riesgo de VIH/Sida.
 
4.  Durante  la  atención  de  la  urgencia  se  realizará  una
evaluación física y sicológica del niño, niña o adolescente
víctima del abuso, teniendo cuidado de preservar la integridad
de las evidencias.
 
5.  A  que  se  recoja  de  manera  oportuna  y  adecuada  las
evidencias, siguiendo las normas de la Cadena de Custodia.
 
6. Se dará aviso inmediato a la policía judicial y al ICBF.
 
7.  Se  practicarán  de  inmediato  las  pruebas  forenses,
patológicas y sicológicas necesarias para adelantar el proceso
penal correspondiente.
 
Parágrafo.  Las  EPS,  IPS,  y  ARS  u  otros  prestadores  del
servicio que no cumplan de manera inmediata con lo ordenado en
el presente artículo, serán objeto de sanción por parte de la
Superintendencia de Salud, quien para el efecto deberá dentro
de los treinta (30) días siguientes a la promulgación de la
presente  ley,  determinar  la  escala  de  sanciones  y
procedimientos que estarán enmarcados dentro de los principios
de celeridad y eficacia, a fin de que se cumplan efectivamente
los preceptos aquí consagrados.
 
 
Artículo 10. Protocolo de diagnóstico. El Ministerio de la
Protección Social, dentro de los seis meses siguientes a la
entrada en vigencia de la presente ley, expedirá un protocolo



de diagnóstico y atención de los niños, niñas y adolescentes
víctimas de abuso sexual, dirigido a los profesionales de la
salud y a las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.
 
Todo profesional de la salud adscrito o no a una Institución
de  Salud,  que  al  atender  en  consulta  a  un  niño,  niña  o
adolescente, encuentre indicio de que ha sido víctima de abuso
sexual, deberá aplicar el protocolo a que se refiere el inciso
1° de este artículo.
 
 

CAPITULO IV
El sector educativo y la prevención del abuso sexual contra

niños, niñas y adolescentes
 

Artículo  11.  Identificación  temprana  en  aula.  Los
establecimientos educativos oficiales y privados, que ofrezcan
educación formal en los niveles de básica y media, deberán
incluir  elementos  que  contribuyan  a  la  identificación
temprana, prevención, autoprotección, detección y denuncia del
abuso sexual de que puedan ser víctima, los educandos, dentro
y fuera de los establecimientos educativos.
 
 
Artículo 12. Obligación de denunciar. El docente está obligado
a denunciar ante las autoridades administrativas y judiciales
competentes, toda conducta o indicio de violencia o abuso
sexual  contra  niños,  niñas  y  adolescentes  del  que  tenga
conocimiento.
 
 
Artículo 13. Acreditación. Los docentes que tengan a su cargo
el programa en educación para la sexualidad y salud sexual y
reproductiva  en  los  establecimientos  oficiales  y  privados,
deberán ser profesionales idóneos, capacitados en ese campo de
manera que posibiliten la detección y manejo de cualquier caso
de abuso sexual de sus estudiantes.



 
Tales docentes deberán acreditar su perfil de conformidad con
las  disposiciones  y  directivas  emanadas  del  Ministerio  de
Educación Nacional.
 
 
Artículo 14. Cátedra de educación para la sexualidad. Los
establecimientos de educación media y superior deberán incluir
en sus programas de estudio, con el propósito de coadyuvar a
la prevención de las conductas de que trata la presente ley,
una cátedra de educación para la sexualidad, donde se hará
especial énfasis en el respeto a la dignidad y a los derechos
del menor.
 
*Nota Jurisprudencial*

 
Corte Constitucional



Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por los cargos analizados, por la Corte Constitucional mediante

Sentencia C-085-16; febrero 24 de 2016; Magistrado Ponente Dr. Jorge Pretelt Chaljub. "En el presente

caso, la Corte Constitucional debía resolver si la norma que implementa una cátedra de educación para la

sexualidad únicamente para los grados de educación media y superior, configura una omisión legislativa

relativa, por no incluir a los niños de los grados de preescolar y educación básica, lo cual desconocería los

artículos 5, 13, 16 y 44 de la Constitución Política. La Corte consideró que la cátedra de educación para la

sexualidad establecida por el legislador desde el grado décimo en adelante, corresponde a una política

diseñada por el legislador en desarrollo de su potestad de configuración, resulta una medida adecuada

para el nivel de desarrollo de los estudiantes mayores de 14 años y no constituye ninguna restricción

respecto del acceso a la educación para la sexualidad de los niños que están cursando los grados

preescolar y de educación básica, quienes seguirán recibiendo enseñanza en la materia a través de los

programas pedagógicos en formación para la sexualidad y la ciudadanía. De igual manera, la Corporación

reconoció que la educación para la sexualidad es una herramienta para prevenir y luchar contra la

violencia sexual, la explotación sexual y, además, es un factor primordial para el ejercicio del libre

desarrollo de la personalidad, la formación en valores ciudadanos y el respeto por las diferencias. Así

mismo, indicó que debe impartirse de forma adecuada a la edad y al desarrollo físico y sicológico de los

estudiantes. Advirtió que en Colombia, en virtud de la Ley General de Educación (Ley 115 de 1994) la

formación y educación sexual se imparte a lo largo de todo el proceso escolar a través de proyectos

pedagógicos que incorporan los contenidos de forma transversal a las asignaturas del programa y no

como una cátedra específica. En este sentido, la norma impugnada tiene como objeto la prevención de la

violencia sexual y la atención integral de los niños, niñas y adolescentes abusados sexualmente. Su

finalidad no es regular el sistema educativo, y por lo tanto no deroga el modelo actual de enseñanza en

materia de formación sexual y educación para la sexualidad. ”

 
 

CAPITULO V
De la participación ciudadana en la prevención de la violencia

y el abuso sexual contra niños, niñas y adolescentes
 

Artículo  15.  Deber  de  denunciar.  En  ejercicio  del  deber
constitucional  de  protección  de  los  niños,  niñas  y
adolescentes,  el  Estado  y  la  sociedad  tienen  el  deber  de
denunciar  oportunamente  a  las  autoridades  competentes
cualquier indicio o caso de abuso sexual contra niños, niñas y
adolescentes dentro de las 24 horas siguientes al conocimiento
del hecho.



 
 

CAPITULO VI
Otras disposiciones

 
Artículo  16.El  ICBF,  para  el  caso  de  los  niños,  niñas  y
adolescentes víctimas de abuso sexual, que sean acogidos en
instituciones  y  establecimientos  de  protección  por  él
destinadas o contratadas, establecerá las medidas necesarias
para  evitar  que  su  permanencia  en  ellas  se  traduzca  en
deterioro de su condición emocional y sicológica.
 
El Comité Interinstitucional Consultivo para la Prevención de
la Violencia Sexual y Atención Integral de los Niños, Niñas y
Adolescentes  Víctimas  del  Abuso  Sexual  verificará  el
cumplimiento  de  la  presente  disposición.
 
 
Artículo 17. Recursos. El Ministerio de la Protección Social
queda autorizado para administrar por medio de la Secretaría
Técnica  del  Comité  Interinstitucional  Consultivo  para  la
Prevención de la Violencia Sexual y Atención Integral de los
Niños, Niñas y Adolescentes Víctimas del Abuso Sexual, una
cuenta especial, y personería jurídica, que recepcionará los
recursos captados para prevenir la violencia sexual y atender
integralmente a los niños, niñas y adolescentes víctimas del
abuso sexual. El Gobierno reglamentará la materia.
 
Dentro  de  las  fuentes  específicas  de  recursos  que  podrá
recepcionar  esta  cuenta  especial  podrán  incluir  los
siguientes:
 
1. Las partidas que se le asignen en el Presupuesto Nacional.
 
2. Los rubros destinados por parte de las instituciones que
integran  el  Comité  a  acciones  para  la  prevención  de  la
violencia sexual y atención integral de los niños, niñas y



adolescentes víctimas del abuso sexual.
 
3. Las donaciones.
 
4. Los recursos provenientes de la cooperación nacional e
internacional.
 
5. Los demás que obtenga a cualquier título.
 
Parágrafo  1°.  El  Gobierno  Nacional  reglamentará  lo
concerniente a la creación y administración de la cuenta, así
como  los  procedimientos  para  recibir  y  administrar  los
recursos  provenientes  de  donaciones  y  de  cooperación
internacional previamente mencionados en el presente artículo,
de  conformidad  con  las  disposiciones  legales  vigentes  que
regulan la cooperación económica internacional.
 
 
Artículo 18. Medidas de control. La Contraloría General de la
República ejercerá inspección, vigilancia y control sobre la
utilización de los recursos que integren esta cuenta.
 
Las  entidades  que  ejecuten  recursos  provenientes  de  esta
cuenta  rendirán  un  informe  detallado  de  las  actividades
desarrolladas con cargo a ellos, el cual será rendido ante el
Comité Interinstitucional del que trata la presente ley y ante
la Contraloría General de la República.
 
El  control  de  que  trata  este  artículo  se  ejercerá  sin
perjuicio  de  los  demás  controles  que  de  manera  general
establezca la ley a este tipo de cuentas.
 
 
Artículo 19. Vigencia. La presente ley rige a partir de su
publicación.
 

La Presidenta del honorable Senado de la República,



Dilian Francisca Toro Torres.
 

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Alfredo Ape Cuello Baute.
 

El Secretario General de la honorable Cámara de
Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.
 

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
 

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 10 de julio de 2007.

 
ÁLVARO URIBE VÉLEZ

 
El Ministro de la Protección Social,

Diego Palacio Betancourt.


